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NEGOCIACIÓN COLECTIVA


1.- Inicio de las negociaciones.

El proceso de negociación comienza con la «solicitud de negociaciones», que ha de ser presentada por sujetos que ostenten legitimación suficiente, de acuerdo con las reglas del Art. 87 ET. Tal solicitud se presenta normalmente tras la denuncia del anterior convenio, aunque también puede servir para crear una nueva unidad de negociación.

La solicitud de negociaciones puede presentarse conjuntamente con la denuncia del convenio anterior, pero no debe confundirse con ella, pues son actos con distinto régimen y distintos fines (STS 1-6-1990 ).
Según el Art. 89.1 ET, la solicitud de negociaciones ha de hacerse mediante comunicación escrita, en la que ha de constar la representación que se ostenta, el ámbito del convenio, y las materias que se proponen como objeto de la negociación. Una copia de esta comunicación debe remitirse para su registro a la autoridad laboral competente en función del ámbito territorial del convenio (Art. 2 RD 1040/1981).

Aunque «el tema relativo a la comunicación no es de una trascendencia tal para determinar la nulidad del convenio», si la mesa negociadora se aparta del contenido de su comunicación surge una causa de nulidad del convenio (STSJ Canarias 22-7-2002.
La parte destinataria de la solicitud de negociaciones está obligada a dar contestación en el plazo máximo de un mes a partir de su recepción (Art. 89.2 ET). Sólo podrá dar una respuesta negativa si concurre alguna de estas circunstancias:


1) Que exista causa legal o convencional que impida la negociación de un convenio estatutario (por ejemplo, por falta de legitimación, por falta de las mayorías exigidas, por vulneración de la prohibición de concurrencia entre convenios, por incumplimiento de las reglas de los acuerdos firmados conforme al Art. 83.2 ET, etc.).

No hay deber de negociar ni de asistir a la reunión convocada a tal efecto cuando la solicitud estuvo precedida de ruptura o abandono de anteriores reuniones (STS 3-2-1998). Puede negarse la empresa a negociar un convenio franja cuando se está negociando un convenio para toda la empresa (STS 28-2-2000). El deber de negociar no rige cuando ya se negocia en una unidad preexistente (STS 17-11-1998), ni cuando existe un convenio colectivo aplicable al conjunto del sector en el que los firmantes acreditan su voluntad de mantener dicha unidad y de excluir la negociación en ámbitos inferiores al amparo del Art. 83 ET (STS 10-4-2002). No hay obligación de negociar un convenio inferior hasta que no se agota la negociación ya iniciada de uno superior (STS 3-6-1999). Si está vigente un convenio inferior, no hay razón para negarse a negociar cuando se trata de un convenio superior aplicable tan sólo para cubrir los espacios no regulados (STS 3-5-2000). La causa obstativa del Art. 89 ET se refiere sólo a la existencia de convenio estatutario: la existencia de un convenio extraestatutario no justifica la negativa a negociar, puesto que vigente uno estatutario cabe también negociar un extraestatutario (STS 30-9-1999). Tampoco la justifica la aplicación de un convenio por el procedimiento de extensión (STSJ Cantabria 22-1-2003).
2) Que «no se trate de revisar un convenio ya vencido», lo cual significa que no hay obligación de negociar mientras esté en vigor un convenio colectivo sobre ese mismo ámbito.

El deber de negociar no alcanza a la creación de unidades «artificiales», originadas por la sola voluntad de las partes, y sin reflejo en la experiencia negociadora anterior ni en criterios objetivos (STS 17-11-1998). Cuando se rompe la unidad «artificial» de negociación (no preexistente a las partes que la delimitaron) desaparece el deber de negociar en ese ámbito, y pueden perfilarse otras unidades de negociación (STS 20-10-1997, caso «Universidades gallegas»). En el caso de que una de las partes proponga el cambio de unidad de negociación no hay deber de negociar (STS 17-11-1998).
Fuera de esos supuestos la parte receptora está obligada a contestar afirmativamente a la solicitud, pues la ley establece un deber de negociar. No es una obligación legal de lograr acuerdos, pero sí de disposición a la negociación y a todo lo que ella requiere (información, análisis de propuestas, intercambio de pareceres, etcétera).


El deber de negociar se mantiene desde la denuncia del convenio hasta que se concierta el convenio que lo sustituye (STS 17-11-1998).

2.- Constitución de la comisión negociadora.

Si se contesta afirmativamente a la solicitud de negociaciones, se ha de constituir la comisión negociadora, a la que corresponde la deliberación y conclusión del convenio colectivo. La comisión se ha de constituir «en el plazo máximo de un mes a partir de la recepción de la comunicación» (Art. 89.2 ET).

En los convenios de ámbito empresarial o inferior, la comisión se ha de constituir por el empresario o sus representantes por un lado, y los representantes de los trabajadores por otro. Ninguna de las partes puede superar el número de doce miembros (Art. 88.1 y 3 ET).

En los convenios de ámbito supraempresarial, la comisión se ha de constituir por los sindicatos y asociaciones empresariales que estando legitimados conforme al Art. 87 ET, «representen como mínimo, respectivamente, a la mayoría absoluta de los miembros de los comités de empresa y delegados de personal, en su caso, y a empresarios que ocupen a la mayoría de los trabajadores afectados por el convenio». Es habitual, al menos por la parte de los trabajadores, que esa mayoría sólo pueda alcanzarse mediante la unión de dos o más sindicatos legitimados. El número de representantes por cada parte no excederá de quince (Art. 88.1 y 3 ET).

La representatividad requerida por el Art. 87 del ET a la que se refiere la primera exigencia del Párr. 2º del Ap. 1 del Art. 88 del ET, es la que se conoce como legitimación inicial o básica que sólo requiere un mínimo del 10% de representatividad y la segunda, que requiere que esos legitimados para la negociación «representen como mínimo... a la mayoría absoluta de los


 miembros de los comités de empresa y delegados de personal», o sea, de todos los representantes electos en el ámbito del convenio, la que se conoce como legitimación plena o negociadora que requiere un mínimo de la mitad más uno de representatividad (Véase la STS 22-11-2005).

«La legislación ha remitido a la autonomía de las partes la composición numérica de la comisión negociadora de los convenios colectivos llamados estatutarios, y salvo casos excepcionales de ejercicio abusivo de este derecho, o torcido propósito de excluir a un sujeto legitimado STS 7-3-2002, no corresponde a los tribunales corregir o valorar la oportunidad de los acuerdos colectivos o sindicales adoptados sobre el particular» (STS 15-2-1993). Es posible, por supuesto, fijar un número de miembros inferior al máximo marcado por la ley, e incluso reducir ese número respecto de ocasiones anteriores, siempre que no se haga con el único propósito de excluir a un sindicato (STS 13-11-1997). En general, es aceptable cualquier opción, salvo que sea arbitraria o discriminatoria, o implique abuso de derecho; que la decisión final se ajuste a lo acostumbrado, o que no exista ninguna organización con «posición dominante», son factores útiles para despejar dudas de ilegalidad (STS 5-11-1998). Si en el acto de constitución de la comisión negociadora todas las partes se reconocen como interlocutores, cabe suponer que el número de miembros acordado era correcto en función de la representatividad de cada asociación, y que el posterior apartamiento voluntario de una de ellas no implicó privación de ningún derecho (STS 13-2-2001).
En la constitución y composición concreta de la comisión negociadora hay que conjugar dos tipos de reglas. Por un lado, las que reconocen a todo sindicato o asociación empresarial que cumpla el requisito de legitimación el derecho «a formar parte de la comisión negociadora» (Art. 87.5 ET), y el derecho a participar en la comisión «en proporción a su representatividad» (Art. 88.1 ET). Por otro, la que atribuye la potestad de designación de los componentes de la comisión «a las partes negociadoras» (Art. 88.2 ET), potestad esta que, por incidencia de las anteriores reglas, no debe verse como libertad absoluta.

La jurisprudencia ha defendido a tal efecto el criterio de la representación proporcional, medida por la audiencia electoral en el lado laboral, dado que es el indicador generalmente utilizado por la ley (STS 31-10-1995); de existir, ha de contarse también con las candidaturas independientes (STS 30-10-1995 ]). El sistema de representación proporcional consiste en dividir el número de representantes de los trabajadores por el número de puestos de la parte social en la mesa negociadora, atendiendo a los «restos» en caso de vacantes (STS 7-3-2002). Aunque la legislación lo deje en manos de las partes negociadoras y del intérprete, es contrario al Art. 28 CE fijar un número de miembros o decidir una determinada distribución de los miembros, «con la única finalidad objetiva de posibilitar que una representación sindical pudiera hacer algo... que su índice de representatividad en la empresa no le permitía hacer» (STC 137/1991, 20-6-1991).

Las partes negociadoras podrán nombrar un presidente de mutuo acuerdo (Art. 88. ET); también pueden contar con la asistencia de asesores, «que intervendrán con voz, pero sin voto», como el presidente (Art. 88.2 ET). Implícitamente se requiere, asimismo, el nombramiento de un secretario (Art. 88.4 ET).

3.- El estatuto de los representantes de los trabajadores en las comisiones negociadoras.

La representación del empresario o empresarios en la comisión negociadora de los convenios colectivos no suele ofrecer problemas desde el punto de vista de su tratamiento jurídico: cabe pensar que la empresa o empresas afectadas nombran a sus representantes y sufragan a todos los efectos el coste de la representación; tratándose de representantes designados por asociaciones empresariales serán éstas las que en buena lógica se hagan cargo de esas cuestiones. Más problemática puede ser la participación de los representantes de los trabajadores. Si son cargos o representantes sindicales en exclusiva, y actúan por cuenta del sindicato, tal situación habrá de abordarse desde las reglas de funcionamiento interno de la correspondiente organización sindical. Pero si son personas que trabajan para una empresa pueden surgir los comprensibles problemas de articulación entre la tarea representativa y la obligación contractual de prestación de servicios. Seguramente la mejor manera de abordar estos posibles problemas la ofrece la propia negociación colectiva: en el seno de un determinado proceso de negociación pueden alcanzarse los pertinentes acuerdos al respecto, y en el texto del convenio colectivo pueden incluirse reglas para ejercicios futuros.


A falta de reglas específicas pueden buscarse algunas respuestas en la legislación laboral, que en cualquier caso no aborda el problema directamente y en todos sus frentes. Cuando los representantes de los trabajadores en la comisión negociadora son representantes unitarios o sindicales, pueden utilizar a tal fin el correspondiente crédito horario (Art. 68 e) ET), mucho más si a resultas del mismo han quedado liberados del trabajo: es claro que el tiempo dedicado a la negociación es tiempo de representación (sin perjuicio de que deban observarse las exigencias generales del Art. 37.3 e) ET), y que, a través de esa cobertura, será tiempo retribuido en los términos que permite ese precepto legal. Pero esta salida legal es claramente insuficiente, por muchas razones: puede suceder que los representantes en la negociación no sean representantes legales; puede suceder también que el crédito no proporcione la holgura temporal suficiente para esas tareas; puede suceder, en fin, que los titulares del crédito pretendan no consumirlo en una tarea tan especial y tan exigente en tiempo y dedicación como la negociación colectiva.

Obviamente, del Art. 37.3 e) ET no puede extraerse un derecho específico a estos efectos, pues sólo se refiere a «los términos establecidos legal o convencionalmente», esto es, a los permisos que ya cuenten con cobertura propia. Un precepto que puede tener virtualidad en este contexto es el Art. 9.2 LOLS, que reconoce un derecho a los permisos retribuidos que sean necesarios para el adecuado ejercicio de su labor como negociadores a favor de los representantes sindicales que, estando en situación de activo en una empresa, participen en las comisiones negociadoras de convenios colectivos, siempre que tal empresa esté afectada por el correspondiente convenio.

La jurisprudencia (STS 2-10-1989) ha declarado que el Art. 9.2 LOLS reconoce un derecho adicional al crédito horario del Art. 68 e) ET, y al que, consiguientemente, no le son de aplicación los topes mensuales de aquél; el 


permiso se concede aquí por el tiempo necesario para esas labores de negociación, término que ha de interpretarse de forma amplia, no sólo referido a las horas empleadas en las sesiones negociadoras y a los traslados del centro de trabajo al lugar de la negociación, sino también «a cualquier otro tipo de gestión encaminada a la preparación y culminación del proceso negociador». De tal forma, se extendería no sólo a la presencia en la mesa de negociación sino también a las reuniones preparatorias o de evaluación y al estudio de antecedentes y propuestas.

También ha precisado la jurisprudencia que no resulta relevante a estos efectos que el trabajador se encuentre durante parte del tiempo de permiso en su domicilio o en establecimientos hosteleros, pues las funciones de representación tienen un amplio abanico de posibilidades y pueden realizarse en la calle, en bares o en establecimientos públicos (STS 2-10-1989).

La Ley no especifica qué tipo de convenios es el que da derecho, en fase de negociación, a esta licencia retribuida. Cabe entender, por consiguiente, que lo serán todas las manifestaciones del derecho a la negociación colectiva. El único requisito que se impone es que la empresa del trabajador que la solicite esté afectada por el ámbito de la negociación (Art. 9.2 LOLS).

Como todo permiso retribuido, se exige aquí suficiente preaviso y adecuada justificación (Art. 37.3 e) ET). En este punto, la exigencia de justificación ha de ser más estricta que la del crédito horario, pues este último tiene unos límites mensuales de utilización, mientras que el permiso que ahora se analiza puede emplearse cuantas veces resulte necesario desde un punto de vista de razonabilidad. Por ello, la jurisprudencia impone aquí una necesidad de justificación detallada de la utilización de las horas de permiso (STS 2-10-1989). Al igual que en el crédito horario, es necesario para poder disfrutar del 


permiso que las tareas negociadoras coincidan, no sólo con la jornada ordinaria de la empresa, sino con la concreta del trabajador.

Para el caso de trabajadores nocturnos los tribunales han declarado inaplicable el requisito de incompatibilidad horaria para no vaciar de contenido el derecho respecto a ellos, pues es obvio que las funciones sindicales y de representación se efectúan por el día (STS 18-3-1986).

De cualquier modo, el Art. 9.2 LOLS se refiere expresamente a «representantes sindicales», por lo que literalmente no parece que alcance a cualquier trabajador que participe en la negociación, ni siquiera a los que actúan meramente como representantes unitarios: como también se desprende de su ubicación sistemática, sólo beneficiaría a quienes sean designados específicamente por los sindicatos para asumir estas tareas (STSJ País Vasco 3-12-1991).

No obstante, algunas sentencias de suplicación han estimado que la actividad de negociación colectiva reviste unas características peculiares que la distinguen de la actividad ordinaria de representación a la que da cobertura el crédito horario (por lo que, siendo posible, no es necesario imputar el tiempo empleado en la negociación al citado crédito), y que, además, quienes representan a los trabajadores en dicha negociación tienen derecho a emplear en la misma el tiempo que resulte necesario sin merma de su retribución. Para llegar a estas conclusión utilizan argumentos de muy distinto signo, entre los que se encuentra el interés general que según el Art. 87.1 ET reviste esa actividad de negociación, el reconocimiento como interlocutor de la parte laboral por parte de la empresa (que de alguna forma implicaría sufragar los gastos), o la obligación de buena fe que rige en la negociación según el Art. 89.1 ET (que llevaría a esa misma consideración), invocando en todo ese contexto la aplicación analógica del Art. 9.2 LOLS (STSJ Andalucía 16-11-1993, STSJ Castilla-La Mancha 14-2-2001, y STSJ Asturias 27-9-2002).


4.- Deliberaciones.

En la sesión constitutiva de la comisión negociadora «ambas partes podrán ya establecer un calendario o plan de negociación» (Art. 89.2 ET). Las sesiones de la comisión negociadora serán ordenadas y moderadas por el presidente en caso de que éste exista; de no existir, las partes habrán de reflejar en el acta de la sesión constitutiva de la comisión negociadora «los procedimientos a emplear para moderar las sesiones» (Art. 88.4 ET), a los que habrán de ajustarse.

Deberá redactarse acta de las sesiones celebradas, con la firma de un representante de cada parte y del secretario (Art. 88.4 ET). En cualquier momento de las deliberaciones «las partes podrán acordar la intervención de un mediador designado por ellas» (Art. 89.4 ET).

Las partes están obligadas a negociar conforme al «principio de buena fe» (Art. 89.1 ET), lo cual exige, cuando menos, un mínimo intercambio de ofertas y contraofertas, que se proporcione la información solicitada, que se dé una mínima explicación sobre las propuestas o negativas, o que se guarde un comportamiento leal hacia la otra parte.

La buena fe exige a las partes «ser consecuentes con sus propias posiciones, y no alterarlas sustancialmente de un día para otro» (STS 3-2-1998 [RJ 1998, 1428]), pero no obliga a mantener en todo momento las ofertas hechas durante las deliberaciones que no hubieran sido objeto de acuerdo efectivo (STS 19-6-1991 [RJ 1991, 5155]).
La exigencia de buena fe también supone la inadmisibilidad de actuaciones o comportamientos incompatibles con la negociación y, en particular, las que impliquen engaño, intimidación, maquinaciones fraudulentas o violencia. Si se produjera violencia sobre las personas o las cosas durante las deliberaciones, y ambas partes comprobaran su existencia, «quedará 


suspendida de inmediato la negociación en curso hasta la desaparición de aquéllas» (Art. 89.1 ET).

El AINC de 1997  proporciona varios «criterios generales» sobre la práctica de las deliberaciones del convenio, algunos de ellos relacionados con la buena fe: 1) las partes deben iniciar el proceso de negociación inmediatamente después de la denuncia del convenio anterior; 2) deben establecer procedimientos y cauces para evitar bloqueos y rupturas en el proceso, acordando períodos máximos de paralización; 3) deben adoptar una actitud real de evitar obstrucciones, dilaciones innecesarias, bloqueos o cualquier otra práctica que impida el desarrollo regular del proceso; 4) deben mantener abierta la negociación «hasta el límite de lo razonable»; 5) deben formular propuestas y alternativas por escrito, en especial ante situaciones de dificultad; 6) deben establecer reglas y procedimientos para garantizar el cumplimiento de los compromisos adquiridos; 7) deben comprometerse a utilizar «sin dilación» los procedimientos de mediación y arbitraje en los casos previstos en el ASEC.
5.- Adopción de acuerdos.

Según el Art. 89.3 ET, los acuerdos alcanzados en el seno de la comisión negociadora «requerirán, en cualquier caso, el voto favorable de la mayoría de cada una de las dos representaciones»; de lo contrario, el convenio no podrá tener carácter estatutario.

La exigencia del Art. 89.3 ET constituye, según la jurisprudencia, un «tercer nivel de legitimación» (junto a la legitimación inicial y la legitimación plena), referido ya a la «capacidad decisoria», y es aplicable lógicamente a las representaciones que en cada caso concreto «formen la comisión negociadora constituida con la representación suficiente» (STS 4-10-2001).
Se ha discutido si esta mayoría se refiere a las personas físicas que componen cada una de las partes de la comisión, o a los porcentajes de representatividad que acumula cada representación. En convenios colectivos supraempresariales la jurisprudencia ha defendido la aplicación del «criterio del voto proporcional», en razón de la representación o representatividad de cada una de las organizaciones profesionales presentes en la comisión negociadora (STS 23-11-1993  y STS 17-1-2006, máxime si ello resulta de un acuerdo tácito o expreso de las partes negociadoras (STS 22-2-1999 [RJ 1999, 2017]). Este mismo criterio es aplicable a un convenio de empresa o de ámbito anterior que sea negociado bien por secciones sindicales, bien por sindicatos , o cuando la representación social integrada en el comisión negociadora procede de un comité de empresa completamente sindicalizado (STS 3-6-2008 [RJ 2008, 3466]).
En el caso particular de que el convenio aspire a prevalecer sobre un convenio preexistente de ámbito superior, excluyendo la regla de prohibición de concurrencia , se exige «el respaldo de las mayorías exigidas para constituir la 


comisión negociadora en la correspondiente unidad de negociación» (Art. 84 párrafo segundo ET).

En el curso de las deliberaciones pueden alcanzarse acuerdos provisionales o preliminares (acuerdos o compromisos «de principio»), que son preparatorios del acuerdo final y que aún no valen como convenio, sin perjuicio de que la parte afectada pueda exigir a la otra su respeto o efectivo cumplimiento.

«Los preacuerdos que se obtengan durante la negociación de un convenio colectivo, por su propia esencia carecen de entidad definitiva, pues por la propia dinámica del procedimiento negociador, son susceptibles de modificación en reuniones posteriores, abiertas, como es obvio, a la consideración de nuevas ofertas y contraofertas»; sólo el acuerdo final «manifiesta el convenio colectivo, que goza de la eficacia que le sea propia» (STS 19-6-1991).
Para que concluya la negociación del convenio es necesario que el voto favorable se refiera a la totalidad del mismo, y que se pacte como acuerdo final. No es necesario, sin embargo, que el acuerdo sea refrendado por los trabajadores o empresarios afectados, aunque las partes pueden decidir el sometimiento de lo acordado a una votación de ese tipo; en tal caso, lo acordado tendría valor de «preacuerdo» , pendiente de esa ratificación para convertirse en acuerdo final (el resultado de la consulta o referéndum no es vinculante desde el punto de vista jurídico, pues no viene requerido por la ley; pero es admisible que las partes se autoimpongan esa condición, que también puede responder a una buena práctica representativa).

Aunque la ley no lo haga, la comisión negociadora puede condicionar la validez de los acuerdos alcanzados a la celebración de un referéndum, lo cual «no es ni mucho menos anormal en el campo de la negociación colectiva donde los interlocutores sociales buscan reforzar su legitimidad con el refrendo de los destinatarios de las decisiones más comprometidas»; una vez refrendado, el acuerdo puede alcanzar efectos desde la fecha de su firma o desde la fecha que fijen las partes (STS 11-7-2000). Las partes pueden comprometerse, como cláusula obligacional, a someter el texto acordado a la aprobación de la asamblea de trabajadores, aunque, de no obtener su beneplácito, recuperan su legitimación negocial para iniciar un nuevo proceso de negociaciones y concluir acuerdos válidos a resultas del mismo (STSJ Cataluña 29-4-2002).

6.- Requisitos formales del convenio.

Aunque la negociación esté perfectamente concluida, la condición de convenio estatutario, con el valor normativo y la eficacia general que le son propios, sólo se adquiere tras cumplir diversos requisitos y trámites formales, pues la atribución de esos efectos no depende tan sólo de la obtención de aquellas mayorías, sino también del cumplimiento de tales exigencias (STS 8-6-1999 ).

Según el Art. 90 ET, «los convenios colectivos a que se refiere esta Ley han de efectuarse por escrito, bajo sanción de nulidad» (Art. 90.1 ET). No vale, pues, un simple acuerdo verbal, sino que es necesario que el texto completo del acuerdo conste por escrito, con la correspondiente exposición de cláusulas y preceptos.

Este requisito de forma escrita persigue varios fines: la constatación expresa de lo acordado, la facilidad de conocimiento de lo pactado por parte de sus destinatarios, y la difusión y publicidad propias de las disposiciones de carácter general. El requisito afecta a todas las cláusulas del convenio, de modo que no podrá alcanzar valor de convenio aquello que no conste en el texto escrito. De ahí que la ley exija, asimismo, la inclusión en todo convenio colectivo de unas referencias mínimas o indispensables (Art. 85.3 ET).

7.- Registro y publicación oficial.

Una vez redactado, y dentro del plazo de quince días desde el momento de la firma, el texto del convenio colectivo habrá de ser presentado ante la autoridad laboral «competente» (del Estado o de la Comunidad Autónoma, 


según el ámbito del convenio), para su registro; una vez registrado, será remitido «al órgano público encargado de la mediación, arbitraje y conciliación competente para su depósito» (Art. 90.2 ET).

En este trámite habrá de aportarse también «la documentación que procediera» (escrito de solicitud de registro, actas de las sesiones, hojas estadísticas, etc.) (Art. 2 y 6 RD 1040/1981). 

Los trámites de registro y depósito del convenio colectivo tienen también la finalidad de que la autoridad laboral controle la legalidad de lo acordado y tutele los derechos e intereses de terceros, a través de las facultades de impugnación judicial (Art. 90.5 ET; Art. 161.1 LPL).

En el plazo máximo de diez días desde la presentación del convenio en el registro, la autoridad laboral ha de disponer «su publicación obligatoria y gratuita» en el boletín oficial correspondiente: del Estado, de la Comunidad Autónoma o de la provincia, en función del ámbito territorial del convenio (Art. 90.3 ET).

La publicación oficial es un trámite plenamente coherente con la atribución de fuerza normativa y eficacia general al convenio. Sólo desde que se publica oficialmente puede entrar en vigor lo pactado, aunque sus efectos se producirán desde la fecha que acuerden las partes (Art. 90.4 ET), que podrá ser posterior a la fecha de publicación (en cuyo caso habrá de esperarse a ella) o anterior a la misma (en cuyo caso habrán de aplicarse retroactivamente las reglas correspondientes, aunque también podría procederse a la aplicación de lo previsto en el convenio desde su firma, si hubiera acuerdo de las partes afectadas).

La publicación oficial permite la entrada en vigor del convenio, pero no asegura en todos los casos que pueda ser aplicado por los órganos judiciales en caso de disputa. Es jurisprudencia constante que respecto de los convenios colectivos no publicados en el BOE no juega plenamente el principio «iura novit curia», por lo que las partes deberán identificar y proporcionar el texto del convenio; por ello mismo, la existencia del convenio aparece en el proceso como cuestión de hecho (STS 19-9-1990 ). En todo caso, desde el derecho a la tutela judicial efectiva se ha exigido que se reconozca la eficacia del principio «iura novit curia» para todos los convenios que se publican oficialmente, «cuando menos, para los órganos judiciales cuya competencia no excede del ámbito territorial de aquellos» (STC 151/1994, BOE 25 de junio). 
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